
CONDICIONES SOCIO-CULTURALES DE LA
TRANSICIÓN DEMOCRÁTICA:

A LA BÚSQUEDA DE LA COMUNIDAD PERDIDA*

Norbert Lechner

El proceso transnacional de modernización acentúa la fragmenta-
ción social, dando lugar a una demanda de "comunidad". La preferen-
cia por la democracia en nuestros países pareciera estar motivada
principalmente por la identificación del orden democrático con la
restauración de una "comunidad". Si las democracias emergentes no
asumen esta demanda, arriesgan una regresión populista o fundamen-
talista a verdades absolutas e identidades cerradas. Uno de los desafíos
mayores de la democracia latinoamericana radica pues en dar cuenta
de esa base subjetiva de su legitimidad.

1. Una democratización en situación de crisis económica

Una retrospectiva sobre América Latina en la década de los ochenta
muestra un cuadro contradictorio: gobiernos democráticos se insta-
lan en toda la región al mismo tiempo que una profunda crisis
económica sacude a las estructuras sociales.

Es la década de la democracia, comenzando con el colapso de
la dictadura argentina y terminando con el fin de los gobiernos de
Pinochet y Stroessner. Asistimos no sólo al término de las dictaduras
militares, no menos significativos son los cambios de gobierno civil
mediante elecciones en países convulsionados como Solivia, Nicara-
gua y Perú. Nunca antes tantos, casi todos los pueblos de América
Latina y el Caribe, tienen un gobierno democráticamente elegido.

"Ponencia presentada porel autoren la Conferencia "Cultura democrática y desarrollo: Hacia
el tercer milenio en América Latina", auspiciada por el gobierno de la República Oriental del
Uruguay y organizada por la UNESCO y el Instituto Fax, en noviembre de 1990, Montevideo,
Uruguay.
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Paralelamente, los años 80 representan una "década perdida"
para el desarrollo socioeconómico.1 Ella se inicia en la cumbre de un
período de crecimiento y se cierra con un dramático balance de
deterioro económico y retrocesos sociales. El fenómeno saliente es
la crisis de la deuda externa que provoca los más diversos intentos de
ajuste, estabilización, reactivación y reestructuración. El servicio de
la deuda (la cual en 1989 alcanza los 416 mil millones de dólares para
la región) exige no sólo una restricción de las importaciones y una
contracción de la inversión, sino también una reducción del gasto
fiscal y, por ende, de los servicios públicos. Producto de ello se
revierten las tendencias redistributivas y aumenta dramáticamente la
población en extrema pobreza.

La situación de América Latina, que conoce la peor crisis
económica y social de su historia simultáneamente con el mayor
avance de la democracia, no puede sino sorprender. De hecho, se
suele vincular los procesos de democratización con períodos de
crecimiento económico que facilitarían negociar compromisos y pos-
tergar gratificaciones. El prolongado proceso de recesión y ajuste,
por el contrario, acentúa la fragmentación social. ¿A qué se debe
entonces el auge de la democracia en América Latina?.

Cada transición a la democracia ocurre bajo condiciones espe-
cíficas y resulta difícil destacar algunos elementos generales.2 No
obstante, parece conveniente abandonar al supuesto que el desarro-
llo económico es un prerequisito de la democracia, aunque segura-
mente sea una condición favorable. Que la política no sea mero
reflejo de los procesos socioeconómicos no significa, por otra parte,
que la política sea un "sistema" autónomo. Los procesos políticos y
las estructuras materiales interactúan, pero en una relación de asin-
cronía. La situación latinoamericana sugiere una hipótesis: conside-
rar la transición democrática en una relación complementaria con los
procesos socioeconómicos. Podríamos interpretar la democracia
emergente en América Latina como una reivindicación de la integra-
ción social o, simplemente, de "comunidad" que compensa la desin-
tegración producida por los procesos económicos.

datos económicos provienen de CEPAL, Balance preliminar de la economía de América
Latinayel Caribe 1989, (Santiago: 1990).
^er O'Donell, Schmitter y Whitehead (eds.), Transitions from Authorítarían rule, (Johns

Hopkins Universiry Press, 1986), 4 vols.; Calderón, Fernando y M. Dos Santos (eds.), ¿Hacia
un nuevo orden estatal en América Latina?, (CLACSO, 1988 y 1989) 5 vols. y sus conclusiones en
Veinte tesis sociopollticasy un corolario de cierre, (Buenos Aires: CLACSO, 1990).
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El enfoque aparece demasiado "funcionalista" como si el "siste-
ma social" supone una función de integración que pudiere ser cum-
plida indistintamente por la política o la economía, por la democracia
o el mercado. Estimo que no es el caso. El orden social requiere
procesos de integración, pero es diferente el que procura la demo-
cracia al que genera el mercado. La experiencia latinoamericana nos
señala la insuficiencia de una cohesión basada exclusivamente en la
dinámica del mercado. Esa era la ilusión neoliberal que, en conse-
cuencia, pretendía eliminar las interferencias de la política. La ofen-
siva neoliberal en países como Chile fracasa empero, precisamente
porque el mismo avance del mercado desencadena demandas de
"comunidad" que no pueden ser satisfechas en al ámbito de la racio-
nalidad técnico-instrumental. Falta ver si la democracia puede res-
ponder a tales demandas.

2. Modernización y modernidad

El año 1989, bicentenario de la Revolución Francesa, quizás signifi-
que la culminación de una onda larga de desarrollo histórico en que
el capitalismo se afianza como la formación socioeconómica predo-
minante al nivel mundial. Como quiera que definamos el "capitalis-
mo" actual, está fuera de duda el proceso de globalización, en
particular, la internacionalización de los mercados, del dinero (cre-
cientemente autónomo de la esfera productiva) y, en especial, del
desarrollo tecnológico. Los aspectos mencionados expresan, todos
ellos, la universalización de la racionalidad técnico-instrumental.
Propongo denominar las transformaciones impulsadas por este tipo
de racionalidad como modernización, contraponiendo este proceso
a la modernidad en tanto desarrollo de una racionalidad normativa.
La tensión entre ambos momentos permite visualizar uno de los
principales desafíos de nuestra época: ¿cómo puede la sociedad
moderna crear su propia normatividad, o sea autodeterminarse en
tanto orden colectivo, de cara al proceso transnacional de moderni-
zación?

En la medida en que la racionalidad instrumental deviene
efectivamente universal, el proceso de modernización adquiere el
carácter de imperativo. Ninguna sociedad, y menos una latinoameri-
cana, puede renunciar a la modernización sin condenarse al subde-
sarrollo; hoy en día, cualquier propuesta de desarrollo que pretenda
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desacoplar la economía nacional de los circuitos internacionales está
destinada al fracaso. No es casual que todos los gobiernos latinoame-
ricanos hayan hecho de la modernización un leitmotiv de sus por lo
demás muy diferentes políticas.

Ahora bien, el carácter imperativo del proceso mundial de
modernización implica una consecuencia inevitable: la necesidad de
un ajuste estructural. Las sociedades latinoamericanas están obliga-
das a realizar una transformación productiva que incrementa los
componentes tecnológicos de los bienes, aumenta su competividad
y, por ende, mejora su inserción en los mercados internacionales. La
autodeterminación político-normativa se encuentra así sometida a
un marco cada vez más ineludible de restricciones y necesidades.

Siendo la modernización un imperativo, puede haber diversas
estrategias posibles. Las diferencias radican en quiénes pagan el
ajuste estructural y a qué costo. Dictaduras como la chilena pudieron
imponer los costos del ajuste a los sectores indefensos a través de una
recesión aguda y el desempleo de más de un tercio de la población
activa. Los gobiernos democráticos tienden a buscar un escape a los
conflictos distributivos generalmente a través de la inflación; esta
permite transferir los costos secuencialmente de unos a otros secto-
res sociales, evitando así que se conviertan en conflictos políticos
abiertos.3 Los desbordes inflacionarios en la región, donde sólo tres
países (Barbados, Haití y Panamá) tuvieron una inflación inferior al
10% anual en 1989, indican empero los límites a tal estrategia. Sea
cual sea la estrategia, el proceso de modernización acentúa la frag-
mentación social. Su cara más visible es una nueva marginalidad,
llámese "pobreza extrema" o "sector informal", que ya no puede ser
interpretada como en los años 60 mediante un dualismo de sociedad
moderna y sociedad tradicional. Este sector social se encuentra a la
vez dentro del sistema capitalista y excluido. La sociedad latinoame-
ricana deviene una "sociedad de dos tercios" en que un tercio de la
población es superfluo, viviendo de los desechos. El problema reside
no sólo en la falta de recursos para la asistencia pública. La cuestión
de fondo consiste en la disgregación de la vida social. Esta me parece
ser el fenómeno decisivo y directamente vinculado al proceso de
modernización a escala mundial. De hecho, la creciente integración

3Ffrench-Davis, Ricardo y O. Muñoz, "Desarrollo económico, inestabilidad y desequilibrios
políticos en Chile 1950-1989", en: Estudios CIEPLAN 28, Santiago Junio 1990, pp. 121-156.
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transnacional del mundo provoca simultáneamente una desintegra-
ción nacional.4

La reestructuración de la sociedad mundial segmenta las socie-
dades nacionales, creando circuitos y mercados muy cerrados entre
sí. Es notorio que las élites en Santiago o Sao Paulo tienen -econó-
mica y culturalmente- un estilo de vida mucho más similar a grupos
equivalentes en Nueva York o Madrid que a sectores vecinos en su
propia ciudad. Las distancias sociales no sólo aumentan, sino que son
modificadas cualitativamente de modo tal que cambia el carácter de
la diferenciación social, propia a la sociedad moderna. Surge una
nueva "heterogeneidad estructural" que se caracteriza por un debili-
tamiento general de las identidades colectivas, sean éstas étnicas, de
clase social o de base territorial. Si a ello agregamos la debilidad
histórica de los partidos políticos y, en particular, del sistema de
partidos en América Latina, comenzamos a tener una imagen de las
dificultades que enfrentan las democracias emergentes.

Todo régimen democrático ha de compatibilizar legitimidad y
eficiencia. Generalmente, las democracias pueden contar con un
margen de confianza en la legitimidad del orden, que les permite
enfrentar los criterios de eficiencia con cierta holgura. En el caso de
América Latina, sin embargo, hemos de preguntarnos si ambos
elementos son acaso compatibles. La eficiencia exige políticas de
ajuste estructural que mejoren las condiciones del país para insertar-
se dinámicamente en la economía mundial, lo cual, por otra parte,
agrava la desintegración social y, por tanto, socava las bases legitima-
torias de la democracia.

En realidad, la democracia no descansa solamente en una "le-
gitimidad por legalidad" (Weber) o una "legitimidad por procedi-
miento" (Luhmann). Los procedimientos formales son condiciones
necesarias, pero no suficientes. De manera implícita, el régimen
democrático se legitima igualmente a través de valores y creencias.
Aunque sus contenidos sean difusos y contradictorios, tal marco
normativo es indispensable tanto para renovar día a día la confianza
en las promesas de la democracia como para aceptar su incumpli-
miento.5 Un elemento crucial del credo democrático es la idea de
"comunidad" en un sentido lato: la pertenencia a un orden colectivo.
Este es uno de los ejes centrales de la modernidad; el principio de

''Creo que el primer texto dedicado al tema fue de Sunkel, Osvaldo, "Capitalismo transna-
cional y desintegración nacional en América Latina", en: El Trimestre Económico 150, abril-
jumo 1971.

5Bobbio, Norberto; El futuro de la democracia, (Barcelona: Ed. Plaza & Janes, 1985).

[213]



E S T U D I O S I N T E R N A C I O N A L E S

autodeterminación remite precisamente a la constitución de la socie-
dad en tanto orden colectivo. Pues bien, ¿es ello compatible con el
proceso de modernización y la consiguiente disgregación social?

3. Posibilidades de un reformismo democrático

La primacía que adquirió la idea de democracia en América Latina
durante los años recientes contrasta notoriamente con el clima polí-
tico de los años sesenta, marcado por la idea de la revolución.6
Entonces la perspectiva apuntaba a una ruptura con el orden exis-
tente, un cambio del sistema capitalista y el advenimiento de un
hombre nuevo. El enfoque revolucionario perdió vigencia en Amé-
rica Latina mucho antes de los cambios en la Unión Soviética y
Europa Central, principalmente a raíz de las dictaduras neoliberales
en los años 70. Aunque de signo inverso, el intento radical de
imponer una "sociedad de mercado" demuestra las posibles atroci-
dades de cualquier fundación revolucionaria del orden social, dando
lugar a una revaloración de la democracia en tanto cambio social
concertado. Se altera la manera de concebir la transfonnación de la
sociedad no sólo de parte de la izquierdas, que abandonan la estra-
tegia revolucionaria, sino también de parte de las derechas, que
abandonan la defensa intransigente del status quo y propugnan la
necesidad de cambios. Parece emerger una nueva derecha, alejada
del tradicionalismo y sensible a los procesos internacionales. Así se
configura, por primera vez, un horizonte de futuro más o menos
compartido. Esta es una condición importante para los procesos de
transición, pues facilita a todas las fuerzas asumir las reformas demo-
cráticas como un marco estratégico común.

Los contenidos de tal política de reformas son, por cierto,
controvertidos. Posiblemente los diversos grupos puedan estar de
acuerdo con la propuesta de "transformación productiva con equi-
dad" que presentó la Comisión Económica para América Latina
(CEPAL) como perspectiva para la nueva década.7 Sin embargo, más
allá de la retórica, subsisten dudas si transformación productiva y
equidad son principios compatibles.

6Esbocé un análisis más detallado en Lechner, Norbert; ¿aspa/ios1 interiores déla democracia.
Subjetividad y política, (Santiago: Fondo de Cultura Económica, 1990), cap. I: "De la Revolu-
ción a la Democracia".

7CEPAL, Transformación productiva con equidad, (Santiago: 1990).
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Tal vez pueda lograrse un acuerdo no sólo sobre la necesidad
de un ajuste estructural de las economías latinoamericanas sino
también sobre algunas opciones básicas.8 Así, por ejemplo, es impres-
cindible aliviar la carga de la deuda externa para sanear el desequili-
brio fiscal, reorientar recursos hacia las transformaciones produc-
tivas y facilitar la entrada de capitales. No menos ineludible es
incrementar el contenido tecnológico de las exportaciones latinoa-
mericanas y, por tanto, su competividad en las áreas más activas del
comercio internacional. La dinámica de las economías latinoameri-
canas debiera radicar en tal apertura exportadora y la consiguiente
reorientación de las inversiones. Todo ello supone un cambio en las
pautas de acumulación con el fin de aumentar las inversiones a través
del ahorro interno. Ello implica, a su vez, terminar con el consumo
imitativo de los estratos altos que distorsiona las importaciones y el
sistema productivo nacional. En fin, pareciera ser igualmente indis-
pensable una reforma que permita enfrentar la fragilidad fiscal del
Estado (tanto tributaria como en inversiones) y mejorar su capacidad
administrativa. Ahora bien, incluso suponiendo una convergencia de
las diferentes posiciones en torno a tales criterios, todavía queda por
verse si es posible emprender estas medidas de modo tal que den
lugar a una mayor equidad social.

Hasta ahora, las políticas de ajuste llevadas a la práctica en
América Latina provocaron una mayor segmentación de las socieda-
des y confirmaron la exclusión de una proporción creciente de la
población. En las dictaduras neoliberales como Chile, el ajuste es-
tructural no contemplaba criterios de equidad social por considerar-
los, contrarios a la dinámica económica; en lugar de buscar una mayor
equidad social se optó por amortiguar las situaciones de extrema
pobreza mediante una asistencia focalizada.9 Por su parte, gobiernos
democráticos como los de Argentina o Brasil fracasaron en su planes
de estabilización económica acentuando igualmente los procesos de
disgregación social.

La reciente experiencia latinoamericana nos alerta acerca de
un hecho básico: para compatibilizar desarrollo y democracia hay que
repensar a fondo la relación entre las formas políticas y las transfor-
maciones capitalistas. Por ahora, la crisis nos ha enseñado dolorosa-

r, por ejemplo, Altimir, Osear; "Desarrollo, crisis y equidad", en: Revista de la CEPAL 40,
Santiago, abril 1990.

^ergara, Pilar; Políticas hada la extrema pobreza en Chile, 1973-1988, (Santiago: FLACSO,
1990).
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mente la necesidad de convertir los procesos económicos, pero no
ha ocurrido una similar reconversión de las instituciones políticas.
Prevalece una visión conservadora de la democracia. Quiero decir:
la revaloración de la democracia no ha tenido en cuenta adecuada-
mente las transformaciones estructurales en curso. Se concibe la
democratización como un "simple" retorno a las instituciones cono-
cidas, suponiendo que éstas son más o menos autónomas del patrón
de desarrollo. Quizás como efecto del mismo proceso de moderni-
zación, se afianza una concepción instrumental que presupone una
"neutralidad" de las instituciones políticas respecto al desarrollo
económico. Entonces la formulación de políticas públicas eficaces se
reduce a la formación de equipos de gobierno competentes y com-
prometidos con orientaciones "progresistas". De hecho, sin embargo,
las experiencias nos señalan que las instituciones estatales no son
neutras ni indistintamente eficaces para llevar a cabo cualquier tipo
de políticas. Así lo entendieron los neoliberales al iniciar una
reforma del Estado que limitara al máximo las posibilidades de
intervención estatal en la economía.

De cierto modo, hoy nos encontramos en una situación análoga
a la de los años 20 y 30 cuando los cambios económicos exigieron una
nueva institucionalidad política, dando lugar a las respuestas estali-
nista y fascista, al Estado Keynesiano de bienestar, etcétera.

Todas las propuestas, tan opuestas entre sí, tenían en común
incorporar el "modelo económico" a las instituciones estatales. La
situación actual de las sociedades latinoamericanas es diferente, por
cierto; no obstante, como la sociedad europea de entonces, también
ellas han de dar forma a la nueva interrelación entre las estructuras
económicas, políticas y culturales. En esta perspectiva, la vinculación
de democracia y desarrollo se plasma en la reforma del Estado como
tema prioritario de esta década.

Al emprender una política de reformas en un tiempo de crisis
económica, salen a la luz las debilidades de la institucionalidad
democrática en América Latina. En el debate actual sobresalen dos
áreas problemáticas. En primer lugar es menester destacar el régi-

10Almeida, María Herminia Tavares, "Reformismo democrático en tiempos de crisis", en:
Lechner, N. (ed.), Capitalismo, Democracia y Reformas, (Santiago: FLACSO, 1990).

nVer, entre otros, Nohlen, Dieter y Aldo Solar! (eds.), Reforma política y consolidación
democrática. Europay América Latina, (Ed. Nueva Sociedad, 1988); Godoy, Osear (e.d."),Hacia
una democracia moderna. La opción parlamentaria, (Santiago: Ed. Universidad Católica,
1989); Carretón Manuel Antonio y Marcelo Cavarozzi (eds.), Muerte y resurrección de los
partidos políticos en el autoritarismo y las transiciones en el Cono Sur, (Santiago: FLACSO, 1989).
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men presidencialista que han adoptado tradicionalmente todos los
países de la región. En situaciones de crisis profunda prevalece la
exigencia de decisiones rápidas en detrimento de los procedimientos
de concertación, se fortalece así el rol del Presidente por sobre el
Parlamento. Al privilegiar la capacidad interventora del Ejecutivo,
se favorece el retorno de las prácticas caudillistas y populistas del
pasado. En la medida en que se atribuye exclusivamente al Presiden-
te y sus atributos personales la solución de la crisis económica,
también los conflictos que provoca la persistencia de la crisis se
concentran en la figura del Presidente que, crecientemente aislado,
pierde toda iniciativa. El inmovilismo en que Alfonsín, Sarney o Alan
García terminaron su mandato indica la dificultad de la democracia
plebiscitaria para asegurar una continuidad en los cambios. El presi-
dencialismo latinoamericano se revela no sólo ineficiente para en-
frentar las medidas de ajuste estructural; tampoco contribuye a la
consolidación del régimen democrático. Sin ignorar la creciente
personalización de todo gobierno democrático, en las democracias
jóvenes resulta peligroso que la confianza en el régimen se identifi-
que con los vaivenes que sufre la estima pública del Presidente. A
falta de una "válvula de escape", la eficiencia del Presidente termina
confundiéndose con la legitimidad de la democracia.

El protagonismo que adquiere el componente plebiscitario por
sobre el representativo dentro del presidencialismo latinoamericano
nos remite a la segunda área problemática: la debilidad del sistema
de partidos. La transformación del Presidente en una encarnación
cuasi metafísica de la nación es causa y efecto de la precaria repre-
senta tividad de los partidos políticos, incluso en países con un sistema
de partidos estable como Chile, Costa Rica o Venezuela. La progre-
siva dispersión de votos en las elecciones recientes así como los
resultados de surveys confirman la escasa confianza del electorado
en los partidos. A su vez los partidos políticos suelen responder más
a los intereses de sus militantes activistas que a las inquietudes del
electorado y, por lo tanto, preocuparse principalmente de resaltar el
perfil distintivo del partido en la coyuntura. Como consecuencia de
ello, los partidos tienden a polarizar el debate político, facilitando
una "inflación ideológica", cuyo caso extremo fue Chile antes de 1973.
A ello se agrega una tendencia estructural en un régimen presiden-
cialista: sin responsabilidad de gobierno y relegados al ámbito legis-
lativo (donde tienen escasa iniciativa) los partidos están tentados de
radicalizar las reivindicaciones sociales frente al Ejecutivo.
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En suma, las particularidades de la institucionalidad democrá-
tica en América Latina promueven dos tendencias poco favorables
para llevar a cabo una política de reformas. Por un lado, favorece un
enfoque "decisionista" en desmedro de los mecanismos de concerta-
ción y, por el otro, incentiva los impulsos a la competencia en lugar
de motivar mayores compromisos de cooperación. Se trata, por
supuesto, de un énfasis que no niega la existencia de procesos de
concertación y cooperación. Pero, en general, las formas de repre-
sentación política -obteniendo un fuerte reconocimiento en princi-
pio- no tienen un desempeño satisfactorio. Ello explica el peso a
veces excesivo de la representación funcional de intereses; en mu-
chos países prevalece un corporativismo que acentúa las tendencias
a la segmentación.

Todo ello obstaculiza la articulación de mayorías políticas rela-
tivamente duraderas. La continuidad empero, es un factor decisivo
para un reformismo democrático. Las políticas de cambio estructural
exigen un tiempo de maduración para producir resultados, pero el
tiempo es uno de los recursos más escasos en nuestras sociedades.
La gente no puede esperar y, en ausencia de éxitos a corto plazo,
opta por el camino opuesto, dando lugar a esa alternativa pendular
tan típica de la política latinoamericana. "Ganar tiempo" deviene
pues una tarea primordial para la democracia.

Las instituciones democráticas generan tiempo; por ejemplo,
estructuran un horizonte temporal al anticipar un calendario de
sucesivas elecciones (presidenciales, parlamentarias, municipales,
etc). De este modo, la democracia introduce una calculabilidad del
futuro que da mayor seguridad que la duración de facto de una
dictadura. Tal previsibilidad depende, sin embargo, de una imagen
de futuro. Sin ella no hay tiempo y tampoco un calendario electoral
logra generar una perspectiva. Por el contrario, cada elección se
transforma en un juicio global en que se juega al "todo o nada". En
tales circunstancias no se puede pedir a los actores que desarrollen
una racionalidad estratégica en su interacción. La cuestión del tiem-
po nos señala que, más allá de los problemas institucionales la política
de reformas se enfrenta a obstáculos que podríamos denominar
"culturales". Paradojalmente (considerando la crisis económica), tal
vez los desafíos mayores de la democracia en América Latina pro-
vengan del contexto cultural.
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El deseo de comunidad

La crisis económica y las políticas de ajuste han impuesto a la
población latinoamericana un severo deterioro de sus condiciones
de vida. La década concluyó con un producto medio por habitante
más de 8% inferior al de 1980 y un ingente costo social. Tales
sacrificios son soportables en la medida en que existan expectativas
de recompensa; las penurias de hoy son sobrellevadas en la esperanza •
de un mañana mejor. Mas las expectativas del futuro no se cumplen.
A pesar de notables esfuerzos en materia de ajuste económico no se
visualiza por ahora una mejoría sostenida. Menciono tan sólo un
ejemplo. Al finalizar 1989 el volumen de las exportaciones latinoa-
mericanas se había extendido en 57% en relación a 1980; sin embar-
go, ello rindió un aumento de sólo 24% del valor de las exportaciones,
dada la disminución de los precios internacionales. Además, no
obstante la expansión exportadora, alrededor de un tercio de los
ingresos, en promedio, deben seguir siendo destinados al pago de la
deuda externa.

De este modo, los sacrificios realizados para lograr el superávit
comercial no se tradujeron en un mejoramiento de las condiciones
socioeconómicas. Por el contrario, la mayoría de la población ha visto
disminuir su nivel de vida. La causa radica no sólo en causas externas,
sino en el carácter excluyente del "modelo neoliberal" de ajuste. Cito
a modo de ilustración los datos sobre distribución del consumo por
hogares en Santiago de Chile. Las encuestas indican que entre 1969
y 1988 el 80% de los hogares disminuyó su participación en los
ingresos de 55,6% a 45,2% del total, mientras que solamente el 20%
de los hogares más ricos mejoró consistentemente el ingreso familiar.

DISTRIBUCIÓN DEL CONSUMO POR HOGARES,
SANTIAGO DE CHILE

Quintil 1969 1978 1988
I
II
III
IV
V

Total

7.6
11.8

15.6

20.6

445
100.0

5.2
9.3

13.6

21.0

51.0

100.0

4.4
8.2

12.6

20.0

54.9

100.0

Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas
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Me parece oportuno presentar el cuadro, por parcial que sea la
información, porque sólo visualizamos los desafíos que enfrenta la
democracia en América Latina si estamos conscientes de la segmen-
tación de la sociedad.

La democracia no supone una homogeneidad social; la hetero-
geneidad puede ser un momento enriquecedora. En el caso de las
sociedades latinoamericanas, sin embargo, resulta importante no
confundir las diferencias justas, que la democracia debe respetar y
promover, con las desigualdades sociales que atenían contra la no-
ción de comunidad. Esta idea es constitutiva del orden democrático,
tanto para su fundamentación teórica (expresada en categorías fun-
damentales como la soberanía popular) como para su funcionamien-
to práctico.

Aquí me refiero a la "comunidad" como fenómeno empírico. En
realidad, la credibilidad de las instituciones democráticas depende de
la creencia generalizada de que ellas representan a todos. Pasado
cierto umbral, la percepción de una antinomia social (expresada en
términos de clase, étnicos, religiosos,etc) resta legitimidad al orden.
Ahora bien, la vivencia empírica de comunidad no es un requisito
previo para la democracia; basta que esté presente como la antici-
pación de un desarrollo por venir. Vale decir, la experiencia de una
sociedad fragmentada puede ser compensada por la expectativa de
una sociedad integrada.

Las expectativas de integración social pueden apoyarse tanto
en los procesos de crecimiento económico como en los procesos
políticos. De hecho, las dictaduras neoliberales como la chilena
logran imponerse porque, entre otras razones, logran canalizar las
demandas de integración social dentro de la dinámica del mercado.
Durante los tiempos del "dinero fácil" en los años 70, el mercado
parecía poder satisfacer efectivamente esas demandas. Las expecta-
tivas se derrumban con la "crisis de la deuda" en 1982. Se desvanecen
las esperanzas de bienestar personal, pero solamente ellas; por enci-
ma todo se viene bajo la imagen del mercado como motor de la
cohesión social. Para evitar malos entendidos: el colapso económico
no destruye al mercado, pero sí al discurso neoliberal. Pierde credi-
bilidad la pretensión de fundar la integración social exclusivamente
en los mecanismos de mercado. En cuanto la comunidad se diluye
como horizonte de futuro, queda al desnudo la situación de disgre-
gación y desamparo y pierden sentido los sacrificios; deviene impres-
cindible un mecanismo alternativo de integración social. Debilitado
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el nacionalismo y t'ambién la religión, se busca una integración
política de la vida social: la democracia. Contemplando el proceso
latinoamericano de estos años me atrevo presumir que la revalora-
ción de la democracia expresa primordialmente el anhelo de una
comunidad restituida.

La demanda de comunidad es transferida del ámbito económico
al político. Se espera que la democracia procure aquel proceso de
integración que el mercado no llevó a cabo. Aquí es conveniente
reiterar la advertencia inicial: también el mercado opera como un
espacio de integración, pero no es un mecanismo exclusivo ni sufi-
ciente. No podemos prescindir de la política. Ahora bien, tampoco
la política puede pasarse de los procesos económicos.

Las posibilidades integradoras de la democracia no son autóno-
mas de la dinámica económica. Basta recordar la persistente inflación
en la región que, durante 1989, alcanzó cerca de 3.700% en Argen-
tina, 3.000% en Perú y 1.500% en Brasil; ella se elevó por encima del
80% en Uruguay y Venezuela. En estas circunstancias, no sólo las
expectativas económicas, sino también las políticas devienen erráti-
cas. De manera manifiesta o latente en casi todos los países existe
una "cultura de la inflación" que socava las experiencias acumuladas,
acelera las expectativas, acorta los plazos y, en definitiva, desvaloriza
el futuro. Ello afecta profundamente el funcionamiento de la demo-
cracia. Las ideas y propuestas políticas son consumidas al mismo
ritmo vertiginoso en que el futuro pierde valor. Ese vértigo, por otra
parte, intensifica la ansiedad por algo que contrarreste la futilidad de
una repetición continua del presente.

En suma: desestructuración del espacio, desprovisto de todo
topos aglutinador, desestructuración del tiempo, cuyo horizonte se
desvanece en un presente permanente.12

Esta disolución de todo lo establecido, esta desolación crea una
nueva demanda. Más bien, recrea la demanda de comunidad. Su
significado histórico en el marco de la gran transformación que lleva
a cabo el capitalismo, es conocido.1 Uso la categoría anticuada de
"comunidad" para destacar precisamente el carácter reactivo frente
a la destrucción de viejas estructuras de solidaridad. El mismo pro-

12Me permito remitir nuevamente a un texto mío: "La democratización en el contexto de una
cultura postmoderna", en: Lechner, op. ciL

13Nunca está de más recordara: Polanyi, Kail,Lagran transformación, (1944); entre las obras
más recientes ver PelHcani, Luciano, Saggío sulla genesi del capitalismo, (Milano: Sujerco Ed.,
1988); y Berger, Peter, The Capitalist Revolutions, (New York: Basic Books).
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ceso de modernización que rompe los antiguos lazos de pertenencia
y arraigo, da lugar a la búsqueda de una instancia que integre los
diversos aspectos de la vida social en una identidad colectiva. Esta
búsqueda ya no se deja expresar en términos de progreso histórico o
de interés de clase ni se reconoce en el discurso individualista-utili-
tarista del mercado. Ella se nutre de deseos y temores que nos
remiten a las necesidades de sociabilidad y seguridad, de desamparo
y certeza, en fin, de sentimientos compartidos. En este sentido,
podemos ver en la demanda de comunidad una "solidaridad postmo-
derna"14 en tanto es más expresiva de una comunión de sentimientos
que de una articulación de intereses. Por lo mismo es una demanda
difícil de formular: no tiene un objetivo preciso y no existe una
instancia destinataria que sea responsable de satisfacerla. Se trata de
una demanda sumergida, pero que permea todas las reivindicaciones
manifiestas.

El deseo difuso, pero muy intenso de comunidad me parece ser
un rasgo sobresaliente de la cultura política en América Latina. En
realidad, no es únicamente una demanda que reacciona en contra de
la acelerada disgregación social; es también la otra cara de una
cultura que concibe la política como una lucha a la muerte entre el
Bien y el Mal. Esta concepción, llevada a su extremo por los regíme-
nes militares, tiene por reverso la apología del consenso. De hecho,
la experiencia autoritaria genera un profundo rechazo al enfrenta-
miento y a todo elemento de división.

Visto así, el deseo de comunidad sería, por encima de todo, un
miedo al conflicto. Dicho en otras palabras: el deseo sublime de
fusionarse con el todo permite obviar la diferenciación, oposición y
negociación de intereses. Tal trasfondo cultural no deja de afectar,
por supuesto, la imagen que nos hacemos de la democracia.

La mayoría de la ciudadanía en nuestros países prefiere la
democracia a cualquier otro régimen. En concreto, esta preferencia
pareciera estar motivada por la identificación de la democracia con
la restauración de una comunidad. Una cultura política de estas
características resulta problemática para una consolidación de la
democracia. Por un lado, la idea de comunidad privilegia una visión

14Maffesoli, Michel, "La solidante postmoderne", en: La Nouvelle Revue Socialiste 6, París,
septiembre 1989.

15Similar oscilación analiza para el caso francés: Rosanvallon, Fierre, "Malaise dans la
represéntation", en: Furet, Juillard, Rosanvallon, La républlque du Centre, (París: Calmann
Levy, 1988).
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monista de la sociedad que inhibe de intereses particulares como la
confrontación de alternativas. Es decir, no permite concebir creati-
vamente el conflicto. Además, el temor a los conflictos no permite
valorar la pluralidad; en consecuencia, se tiende a ver en los proce-
dimientos formales de la democracia un mecanismo más de división
que de negociación.

Por otro lado, el énfasis en la función expresiva de lo colectivo
frena dinámicas centrífugas. Aún más importante es la perspectiva
de futuro que ofrece. Expresada como expectativa, la noción de
comunidad promete una gratificación diferida que permite sobrelle-
var las penurias y frustraciones del presente.

En resumidas cuentas, enfrentamos una situación paradoja!: la
revaloración de la democracia en América Latina se apoya en una
demanda de comunidad, o sea un principio legitimatorio que, por
otra parte, dificulta el fortalecimiento de una democracia repre-
sentativa. La situación nos plantea la pregunta acerca de la relación
entre la motivación subjetiva de la gente para preferir la democracia
y la organización institucional de ésta. ¿Puede el régimen democrá-
tico, con sus instituciones y procedimientos necesariamente forma-
les, dar cuenta del deseo de comunidad en tanto base subjetiva de su
legitimidad?

5. Los riesgos de una satisfacción sustitutiva

El límite entre lo que podemos esperar de la democracia y lo que no
le podemos pedir será siempre tenue y cambiante. Tal indetermina-
ción hace la dinámica del régimen democrático, pero también es el
origen de problemas. La demanda de comunidad podría representar
una sobrecarga, imputando a la democracia una tarea que no puede
cumplir. En realidad, habría que constatar una "sobrecarga" de de-
mandas si adoptamos alguna de las "definiciones mínimas" de la
democracia, tan usadas en los estudios por razones muy comprensi-
bles. En este caso, sin embargo, el saludable vigor conceptual condu-
ce a ignorar el problema. Nuestra adhesión a la democracia no
descansa únicamente en la preferencia por un método. Tenemos un
interés en la vigencia de un conjunto de reglas que establecen quién
está autorizado a tomar decisiones colectivas y con qué procedimien-
tos. Pero además creemos en la democracia como un valor cuyo
contenido concreto podrá variar de individuo a individuo, mas reto-
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mando siempre, con énfasis diverso, las promesas de "libertad, igual-
dad, fraternidad". Este credo orienta nuestras interpretaciones, pre-
ferencias y expectativas y crea ese arraigo afectivo sin el cual ningún
orden perdura. A fin de cuentas, no hay democracia sin "credo
democrático".

Me parece no sólo insatisfactorio, sino peligroso enfocar el
régimen democrático exclusivamente bajo el prisma de la "estabilidad
del sistema". La preocupación por la estabilización del régimen,
compartida por todos, queda en la superficie de las formas institucio-
nales si no aborda la sustancia normativa. Sólo una reflexión sobre
los contenidos normativos puede ofrecernos orientaciones acerca
del desarrollo de la democracia en relación a las transformaciones
estructurales y, en especial, ayudarnos a analizar el origen de ciertos
problemas institucionales como los mencionados en el punto ante-
rior. La tendencia hacia formas plebiscitarias o el recelo frente a los
partidos políticos que, según vimos, caracterizan la política en Amé-
rica Latina no son sólo fallas en el diseño institucional. Son síntomas
de carencias más profundas, señalando demandas no satisfechas. En
este sentido, el temor a una eventual "sobrecarga" de demandas, en
lugar de cuidar la estabilidad democrática, puede paralizar la diná-
mica política y profundizar la crisis.

Quiero decir: el deseo de comunidad, por balbuceante y confu-
so que sea, no puede ser descartado como mero residuo tradicional.
Por supuesto que se nutre de la tradición holística del pensamiento
latinoamericano; sin embargo, ante todo expresa una experiencia
actual: la de identidades colectivas amenazadas por la acelerada
fragmentación social. Destruidas las viejas relaciones de solidaridad,
frustradas las expectativas de una integración social a través del
mercado o de la burocracia estatal, la expresión de "lo colectivo" es
transferida al ámbito político y, en concreto, a la democracia. Reite-
ro: con seguridad la democracia no es la única responsable de satis-
facer la demanda de comunidad. Es una instancia complementaria,
pero, particularmente en nuestras sociedades de cultura poco sedi-
mentada, el "éxito" de la democracia dependerá en buena medida de
la respuesta que ella ofrezca a tal demanda.

Volveré sobre este punto, pero antes quiero esbozar al argu-
mento contrario, preguntando por las consecuencias que tuviera un
régimen democrático que no se hiciera cargo de esta tarea.

Mi reflexión surge precisamente de la preocupación acerca del
déficit de modernidad en América Latina. Me refiero específícamen-
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te a una normatividad inadecuada a los cambios estructurales de
nuestra época. En caso que no desarrollemos una racionalidad nor-
mativa acorde al avance de la racionalización técnico-instrumental,
ésta -la modernización- sólo podrá asentarse en base a formas
autoritarias de dominación. Dicho en otros términos: me temo que
si la democracia en América Latina no asume la demanda de comu-
nidad (y el problema es ¿cómo?), presenciaremos en los próximos
años un auge del populismo y/o fundamentalismo para asegurar -en
formas no democráticas-un sentimiento de comunidad. Los rebrotes
populistas ya son visibles en las recientes campañas electorales en
Argentina, Brasil y Perú. Puede verse en ellos una reacción agresiva
en contra del festín de riquezas y privilegios. Más allá de la reivindi-
cación redistributiva empero, el populismo expresa por sobre todo
una defensa de la comunidad. La defensa se apoya generalmente en
un pasado idealizado, una solidaridad irremediablemente perdida.
No importa la ausencia total de perspectiva del futuro; lo decisivo es
el presente: la restitución aquí y ahora de un sentimiento de comu-
nión. Apelando a formas emotivas de cohesión e identidad, el popu-
lismo es indiferente a contenidos programáticos. Por eso, formas
populistas pueden combinarse con programas de modernización
económica. Los gobiernos de Menem en Argentina y Fujimori en
Perú podrían ejemplificar tal combinación, por lo demás precaria. A
falta de estructuras institucionales, resulta difícil preservar el senti-
miento de comunidad frente a la experiencia cotidiana de atomiza-
ción y miseria que provoca el ajuste económico.

Otro movimiento defensivo frente al avance de la moderniza-
ción es el fundamentalismo.1 Un caso extremo es el de Sendero
Luminoso en Perú; menos espectacular, pero mucho más extendidas
son las nuevas sectas protestantes. En ambos casos, se trata de una
regresión a certezas absolutas e identidades cerradas. No es casual
que la presencia de Sendero Luminoso encuentra sus límites donde
comienza la influencia del fundamentalismo protestante. Ambos
movimientos revelan la "dialéctica de la modernización". Cuando el
progreso de la modernización arrasa con todas las estructuras y
creencias tradicionales, destruyendo cualquier certidumbre, es ten-
tador aferrarse a una verdad que, sustraída a la razón humana, ofrece
un anclaje en medio de los torbellinos. La tentación es tanto mayor
en nuestros países donde la modernización apenas cumple sus pro-

r, Thomas, "Fundamentalismo, la otra cara de la ilustración", en: Debáis 32, Valencia,
junio 1990.
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mesas de progreso que hubieran valido la pena de tanto sufrimiento.
El fundamentalismo surge como un movimiento de involución y
huida frente a una proceso que libera al individuo de sus ataduras sin
ofrecerle empero un marco normativo de integración colectiva. Sin
ello, las exigencias de autonomía moral del individuo y de apertura a
la diversidad devienen insoportables. El avance ilimitado de la secu-
larización termina socavando las premisas de la modernidad y favo-
reciendo una regresión a formas premodernas de comunidad. Como
búsqueda de amparo y consuelo, el fundamentalismo no es sino la
otra cara de la modernización: el producto de una modernización
sin modernidad.

En conclusión: si la democracia no asume las demandas de
comunidad, exacerbadas por el proceso de modernización, veremos
intensificarse movimientos populistas o fundamentalistas. En tanto
sustitutos de comunidad, el fundamentalismo y el populismo sólo
desaparecerán en la medida en que desarrollemos nuevas formas de
integración social e identidad colectiva. En ello radica, creo yo, la
actualidad de la crítica socialista.

6. La búsqueda de la ciudadanía

América Latina sufre un retraso de modernización, pero sobre todo
un déficit de modernidad. El desarrollo del capitalismo como sistema
planetario exige un drástico ajuste de las estructuras económicas,
porque solamente una inserción competitiva de la región en el
comercio mundial permite mejorar el bienestar de la población. Mas
esta transformación sería en vano y sólo aumentaría la fragmentación
y disgregación de nuestras sociedades si no logramos, simultánea-
mente, afianzar las bases normativas de la convivencia social. Vale
decir, no habrá una reforma económica duradera sin una reforma
política y, en particular, una reforma de la política.

La década de los 90 se inaugura con un cambio de perspectiva.
Hasta ahora, en los países de reciente transición a un régimen
democrático ha prevalecido una concepción defensiva de la demo-
cracia. Su invocación tenía el significado de un doble rechazo: en
contra de un gobierno autoritario y en contra de las dinámicas
políticas que condujeron al golpe militar. Este "sentido del orden" se
ha agotado no tanto porque las fuerzas armadas hayan dejado de ser
un factor de poder (de hecho, su presencia política sigue siendo
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importante), sino por los cambios del contexto internacional. Tiene
lugar una "internacionalización" del enfoque para captar la dimen-
sión global de los fenómenos. Este redimensionamiento es más
notorio en los estudios económicos y más lento en los análisis socio-
políticos. Pero incluso éstos (que por su materia suelen restringirse
a procesos nacionales o la comparación de casos nacionales) exigen
un enfoque más amplio, capaz de acompañar los procesos transna-
cionales. Ello implica una reformulación conceptual que requerirá
nuestra atención por mucho tiempo. Paralelamente, los estudios
políticos devienen más concretos en la medida en que se asienta el
régimen democrático. El mismo compromiso de los intelectuales
latinoamericanos con la consolidación de la democracia motiva una
dedicación mayor a los problemas de su funcionamiento aquíy ahora.
El peligro consiguiente es que la reflexión queda atrapada en la
inmediatez; la urgencia de las cuestiones acorta el horizonte y difi-
culta los análisis en profundidad, siendo que un aspecto crucial de la
consolidación radica precisamente en la anticipación de sus desafíos.
Para abordar las reformas indispensables, tanto económicas como
políticas, debemos asegurarnos de los criterios que orientan tales
transformaciones. Es justamente una tarea mayor de los intelectuales
contribuir a cristalizar nuevas claves interpretativas y organizativas
de la sociedad latinoamericana en la perspectiva del año 2000.

Las debilidades teóricas del pensamiento político contemporá-
neo impiden llegar a conclusiones fuertes. Parece plausible suponer
que (1) el deseo de comunidad condiciona de modo importante la
imagen de la democracia en América Latina y que (2) sólo asumiendo
tal demanda podrá imponerse la democracia representativa a reac-
ciones populistas y fundamentalistas. En cambio, resulta difícil ade-
lantar de qué forma la democracia podría responder efectivamente
a la demanda de comunidad.

Durante los años ochenta, las ciencias sociales latinoamerica-
17

ñas han hecho hincapié en los nuevos movimientos sociales. Ellos
expresan, en efecto, nuevas formas de solidaridad de cara a la "des-
trucción constructiva" de la modernización. Sin embargo, estos mo-
vimientos sociales parecen constituir más bien movimientos "re-
activos"; una reacción corporativa en contra de la crisis y no formas
innovadoras de integración social. Ello explicaría la importancia que

17Entre otros Touraine, Alain, Actores sociales y sistemas políticos en América Latina,
(Santiago: PREALC, 1987). Calderón F. y M. Dos Santos (eds.), ¿Hacia un nuevo orden estatal
en América Latina?, (Buenos Aires: CLACSO, 1988 y 1989), 5 vols. y Revista Mexicana de
Sociología 1989/4, especialmente el artículo de S. Zermeño,
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tienen como resistencia frente a los gobiernos autoritarios y, poste-
riormente, su débil influencia política en los procesos de democrati-
zación. En realidad, en los nuevos movimientos sociales "lo social"
conlleva una oposición a "lo político" de modo tal que les dificulta
expresar la demanda de comunidad en referencia al Estado. Posible-
mente la existencia de dictaduras haya favorecido un "alternativis-
mo" antiestatista.

Pues bien, es tiempo de recordar que el fortalecimiento de la
"sociedad civil" no es una alternativa al Estado. Por el contrario,
consiste primordialmente en una reforma del Estado que fortalezca
su carácter democrático. En consecuencia, a mi entender, no son los
movimientos sociales quienes contienen al Estado burocrático; am-
bos pueden convivir muy bien. El "estatismo" se combate mediante
más ciudadanía. En esta perspectiva, creo yo, hay que explorar las
posibles respuestas de la democracia a la demanda de comunidad.

Un rasgo que comparten los procesos de democratización en
América Latina con los de Europa Central es la invocación de la
"civilidad". La noción tiene, por supuesto, múltiples significados. En
América Latina expresa, en primer lugar, el rechazo a un gobierno
militar. Más relevante empero, es la vinculación a los derechos
humanos. La reivindicación de la civilidad frente a la dictadura
implica, por encima de todo, reivindicar "el derecho a tener dere-
chos". Este principio es, como señalara Hannah Arendt el derecho
humano en que se funda toda la comunidad. Al invocar la civilidad,
se exige no sólo el imperio de la ley -el Estado de Derecho- sino
también la ciudadanía, la comunidad de ciudadanos. Me parece que
éste es el sentido fuerte de civilidad. Mas existe un tercer referente,
no menos importante: lo público. La dictadura neoliberal limita el
ámbito público al mercado. Lo público empero, no consiste sólo en
relaciones de intercambio. Es la esfera del reconocimiento recíproco:
saliendo de la privacidad a la luz pública, el individuo es reconocido
como tal. Él requiere del espacio público en tanto espacio común; la
idea de comunidad es la premisa para aquel reconocimiento del otro
como alter ego. Nuevamente se alude a la ciudadanía. De hecho,
cuando reivindicamos lo público frente al mercado, reivindicamos
que las leyes de la vida pública sean un asunto público.

Basta este ejemplo para ilustrar la difícil búsqueda de comuni-
dad (tan difícil en América Latina como en otras regiones). Una
comunidad que respete los procesos de diferenciación individual y
asegure una integración colectiva. ¿Qué otra cosa es la ciudadanía?
El ejercicio de la democracia.
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